
          
 

CONSELL JURÍDIC CONSULTIU 
DE LA 

COMUNITAT VALENCIANA 
 
 

 
Dictamen        468/2026 
Expediente      264/2026 

 
 

 
 
 Hble. Sra.: 

 
 

 El Pleno del Consell Jurídic Consultiu de 

la Comunitat Valenciana, en sesión 

celebrada el día 17 de junio de 2026, bajo la 

Presidencia de la Hble. Sra. D.ª Margarita 

Soler Sánchez, y con la asistencia de los 

señores y las señoras que al margen se 

expresan emitió, por unanimidad, el 

siguiente dictamen: 

 

 
 
 

 
 De conformidad con las comunicaciones de V.H., de 14 de abril y 9 de 
junio de 2026 (Registro de entrada de 14 de abril y 9 de junio de 2026, 

respectivamente), el Pleno del Consell Jurídic Consultiu de la Comunitat 
Valenciana ha examinado el expediente remitido por Vicepresidencia Primera 

y Conselleria de Servicios Sociales, Familia e Infancia, sobre el proyecto de 
Decreto, del Consell, por el que se regula la tipología y el funcionamiento de 
los centros, servicios y programas de los servicios sociales de la Comunitat 

Valenciana, y su ordenación dentro de la estructura funcional, territorial y 
competencial del Sistema Público Valenciano de Servicios Sociales. 
 

 
 

 
Presidenta 
Hble. Sra. 
D.ª Margarita Soler Sánchez 
 
Conselleres y Consellers 
Ilmas. Sras. e Ilmos. Sres. 
D. Enrique Fliquete Lliso 
D.ª M.ª del Carmen Pérez Cascales 
D. Joan Carles Carbonell Mateu 
D. Francisco Javier de Lucas Martín 
D.ª Fernanda María Lapresta Gascón 
 
Secretari General 
Ilmo. Sr. 
D. Joan Tamarit i Palacios 
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I 
ANTECEDENTES 

 
 

 Del examen del expediente resulta lo siguiente: 
 
 Primero.- Mediante escrito de 14 de abril de 2026, de la Vicepresidencia 

Primera y Conselleria de Servicios Sociales, Familia e Infancia, se ha remitido 
el proyecto de Decreto, del Consell, por el que se regula la tipología y 

funcionamiento de los centros, servicios y programas de servicios sociales y 
su ordenación dentro de la estructura funcional, territorial y competencial del 
Sistema Público Valenciano de Servicios Sociales. 

 
 Segundo.- El expediente está integrado por los documentos siguientes: 
 

 1. Borrador proyecto decreto - articulado 
2. Borrador proyecto decreto - anexo  

3. Informe de valoración Consulta Pública Previa  
4. Resolución de inicio  
5. Certificado Consell Declaración de urgencia  

6. Informe de necesidad y oportunidad  
7. Memoria económica  

8. Informe de impacto de género  
9. Informe de impacto en Infancia, Adolescencia y Familia Informe DG 

TIC  

10. Informe valoración Información Pública y consellerias  
11. Informe de huella  
12. Informe DF Función Pública  

13. Informe DG Presupuestos  
14. Informe Abogacía  

15. Informe adaptación DG Función Pública  
16. Informe respuesta Abogacía  
17. Informe propuestas aceptadas DG (post Abogacía)  

18. Respuesta-informe del Consell d’Infància i Adolescència de la 
Comunitat Valenciana (CIACV)  

19. Certificado acuerdo del pleno del Consejo Valenciano de Inclusión y 

Derechos Sociales (CVIDS). 
20. Informe del Consejo Valenciano de Personas Mayores (CVPM).  

21. Certificado del Consell Valencià de les Dones (CVD) 
22. Informe Consell LGTBI  
23. Informe Consell Pueblo Gitano  

24. Informe Consejo Migraciones  
25. Informe propuestas aceptadas DG (post Abogacía) 17/02/26  

26. Segundo informe Abogacía  
27. Informe de respuesta Abogacía  
28. Dictamen del Comité Econòmic i Social (CES)  
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29. Informe adaptación respuesta al Dictamen CES  
30. Informe Dirección General de Igualdad e Instituto de las Mujeres al 

Dictamen CES. 
 

Tercero.- En fecha 30 de abril de 2026 se remitió oficio por parte de la 
Secretaría General de esta Institución con la finalidad de que se completase 
el expediente con el informe de la Comisión Mixta de cooperación entre la 

Generalitat y la Federación de Municipios y Provincias. 
 

Además, en el escrito se advirtió de determinados aspectos contenidos 
en la norma proyectada; en particular, en relación con la participación del 
Órgano de Coordinación y Colaboración Interadministrativa citado en el 

borrador de la norma proyectada, la eventual delegación de competencias en 
materia de servicios sociales de atención secundaria, la remisión a ordenes 
de determinados aspectos reservados en la Ley 3/2019 a “reglamento” o 

“decreto”, así como respecto a la previsión contenida en la disposición final 
segunda sobre la entrada vigor de la norma proyectada, condicionada a la 

aprobación y publicación de las referidas órdenes de desarrollo. 
 
Cuarto.- En fecha 9 de junio de 2026 se remitió a este Consell, mediante 

escrito de la Subsecretaria de la Conselleria de Servicios Sociales, Familia e 
Infancia, la certificación expedida por director general de Administración 

Local, en calidad de secretario de la Comisión Mixta Permanente de 
Cooperación entre la Generalitat y la Federación Valenciana de Municipios y 
Provincias, en el que se señala que se ha emitido informe favorable respecto 

del proyecto de decreto. 
 
Se incorpora, además, informe, de 5 de junio de 2026, del director 

general de Gestión del sistema sociosanitario en respuesta a las observaciones 
efectuadas en el escrito de petición de documentación efectuada por este 

Consell, en el que se indica lo siguiente:  
 
“Reunida la Comisión Mixta de cooperación entre la Generalitat y la 

Federación de Municipios y Provincias en fecha 1 de junio de 2026, y habiendo 
emitido informe favorable respecto al Proyecto de Decreto que nos ocupa, tal 
como consta en la certificación de su Secretario, de la misma fecha, se incorpora 

este documento al expediente de tramitación del Decreto. 
 
- En referencia a la participación del Órgano de Coordinación y 

Colaboración Interadministrativa en la tramitación que figuraba en el 
Preámbulo, se modifica el texto del Preámbulo y suprime dicha referencia, al no 
resultar preceptiva su participación en el procedimiento. 

 
- Por otro lado, la posibilidad de delegar la provisión y la gestión de los 

servicios sociales de atención secundaria, competencia de la Generalitat, en las 
entidades locales de la Comunitat Valenciana ya se contempla en la 
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actualización de la Ley 3/2019 realizada a través de la Ley 5/2025, de 30 de 
mayo (…) 
  
 - En relación con la Disposición Final Segunda del proyecto, referida a la 
entrada en vigor, se respeta la argumentación esgrimida y se suprime la 
condición de eficacia del Decreto a la aprobación y publicación de normas de 
rango inferior, actualizando también, en consecuencia, en este sentido, el texto 
del Proyecto de Decreto”. 
 

 Y se remite nuevo borrador de proyecto de decreto de 3 de junio de 
2026, modificado en los términos indicados en el anterior informe. 
 

 
II 

CONSIDERACIONES 

 
 

 Primera.- Carácter del Dictamen 
 
 La autoridad consultante ha recabado el dictamen con carácter 

preceptivo, al amparo de lo dispuesto en el artículo 10.4 de la ya citada Ley 
de la Generalitat 10/1994, de 19 de diciembre, de Creación del Consell Jurídic 

Consultiu de la Comunitat Valenciana, en virtud del cual, el Consell Jurídic 
Consultiu deberá ser consultado preceptivamente en los supuestos de 
“Proyectos de reglamentos o disposiciones de carácter general que se dicten en 
ejecución de leyes y sus modificaciones”. 
 

 Conforme a la STC 18/1982, de 4 de mayo, FJ4º, son reglamentos 
ejecutivos “aquéllos que están directa y concretamente ligados a una ley, a un 
artículo o artículos de una ley, o a un conjunto de leyes, de manera que dicha 
ley (o leyes) es completada, desarrollada, aplicada, pormenorizada y 
cumplimentada o ejecutada por el reglamento. Son reglamentos que el Consejo 
de Estado ha caracterizado como aquéllos “cuyo cometido es desenvolver una 
ley preexistente o que tiene por finalidad establecer normas para el desarrollo, 
aplicación y ejecución de una ley”. 

 
 A este respecto, el proyecto sometido a consulta tiene por objeto, según 

su artículo 1, “el desarrollo de la Ley 3/2019, de 18 de febrero, de la 
Generalitat, de servicios sociales inclusivos de la Comunitat Valenciana (en 
adelante, Ley 3/2019), en las siguientes materias…”, lo que justifica, por parte 
de la autoridad consultante, la petición de dictamen. 
  

 La solicitud se ha formulado con carácter urgente. 
 

 Segunda.- Sobre la tramitación del proyecto de decreto 
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 El procedimiento de elaboración de los anteproyectos de ley se 
encuentra establecido en el artículo 43 de la Ley 5/1983, de 30 de diciembre, 

en la Ley 1/2022, de 13 de abril, de la Generalitat, de Transparencia y Buen 
Gobierno de la Comunitat Valenciana del Consell de la Generalitat, así como 

en el Decreto 24/2009, de 13 de febrero, del Consell, sobre la forma, la 
estructura y el procedimiento de elaboración de los proyectos normativos de 
la Generalitat.  

  
 Es de señalar que el artículo 10 de la Ley 6/2024, de simplificación 

administrativa de la Generalitat, introduce la figura de la Memoria del Análisis 
de Impacto Normativo, al señalar que “A fin de garantizar que la iniciativa 
legislativa y la potestad reglamentaria de la Generalitat se ajustan a los 
principios de buena regulación, se establece la obligación de unificar toda la 
información sobre su justificación, oportunidad y necesidad y estimación de sus 
impactos en los diferentes ámbitos en la Memoria del Análisis de Impacto 
Normativo correspondiente”. En el apartado 2 regula el contenido que debe 
recoger, en todo caso, la citada Memoria. No obstante, con arreglo a la 

Disposición Final sexta, el legislador difiere la entrada en vigor del citado 
artículo 10, junto con los artículos 61 y 66, al día siguiente al de la 

publicación en el “Diari Oficial de la Generalitat Valenciana” del acuerdo por 
el que apruebe la Guía metodológica para la elaboración de la Memoria del 
Análisis de Impacto Normativo, por lo que no resulta de aplicación al presente 

procedimiento de elaboración del proyecto de decreto. 
  

 En el examen del proyecto de decreto se constatan los trámites 
siguientes: 
  

 1. Consulta previa. 
 
 De conformidad con lo establecido en el artículo 133.1 de la Ley 

39/2015, de 1 de octubre, de PAC, la Dirección General de Gestión del 
Sistema Sociosanitario y del Instituto Valenciano de Formación, Investigación 

y Calidad de los Servicios Sociales sustanció una consulta pública con 
carácter previo a la elaboración del proyecto de Decreto del Consell por el que 
se regula la tipología y funcionamiento de los centros, servicios y programas 

de los servicios sociales y su ordenación dentro de la estructura funcional, 
territorial y competencial del Sistema Público Valenciano de Servicios 

Sociales, a través del portal web de la Vicepresidencia y Conselleria de 
Servicios Sociales, Igualdad y Vivienda, y del portal de participación 
ciudadana de la Generalitat, desde el día 23 de octubre de 2024 hasta el 6 de 

noviembre de 2024, ambos inclusive. Dicha consulta se realizó mediante 
Anuncio de apertura de este trámite en el DOGV núm. 9962, de 22 de octubre 
de 2024. 

 
 Finalizado el periodo indicado, se presentaron 55 alegaciones de 

diferentes personas físicas y jurídicas, afectadas por la norma. Consta informe 
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de 22 de noviembre de 2024 del director general de Gestión del Sistema 
Sociosanitario e Instituto Valenciano de Formación, Investigación y Calidad 

de los Servicios Sociales (IVAFIC). 
 

 2. Inicio del procedimiento. 
 
 Con arreglo a la normativa aplicable, por Resolución de la 

vicepresidenta primera y consellera de Servicios Sociales, Igualdad y Vivienda, 
de 28 de febrero de 2025, se acordó iniciar el procedimiento para la 

elaboración del proyecto de decreto por el cual se regula la tipología y 
funcionamiento de los centros, servicios, programas de servicios sociales de 
la Comunitat Valenciana y su ordenación dentro de la estructura funcional, 

territorial y competencial del Sistema Público Valenciano de Servicios 
Sociales. En dicha resolución se encomendó la tramitación del proyecto a la 
Dirección General de Gestión del Sistema Sociosanitario y del IVAFIC, y se 

acordó la “declaración de urgencia de la tramitación del expediente”, acordada 
igualmente por el Consell, el 11 de marzo de 2025. 

 
 Consta informe justificativo de la necesidad y oportunidad del proyecto 
de decreto del director general de Gestión del Sistema Sociosanitario e IVAFIC, 

de 17 de julio de 2025. 
 

 3. Trámite de información pública. 
 
 El trámite de información pública previsto en el artículo 133 de la Ley 

39/2015, de 1 de octubre, de la LPAC, y en la Ley 4/2023, de la Generalitat, 
de participación ciudadana y fomento del asociacionismo, reviste una 

importancia esencial en el procedimiento de elaboración normativa, tanto por 
razones jurídicas como por su proyección democrática. En concreto, el 
precepto establece la necesidad de promover la participación de los 

ciudadanos en la fase inicial del procedimiento normativo mediante la 
consulta previa, así como durante la tramitación del texto mediante el trámite 
de información pública. Tales trámites no solo responden a exigencias de 

transparencia y buen gobierno, sino que también contribuyen a reforzar la 
legitimidad de las normas, mejorar su calidad técnica y anticipar posibles 

conflictos derivados de su aplicación. En este sentido, la consulta y la 
información públicas no deben entenderse como meras formalidades, sino 
como verdaderos instrumentos de gobernanza colaborativa. 

 
 En cumplimiento de lo establecido, por tanto, en los artículos 14 y 15 
de la Ley 4/2023, de 13 de abril, de la Generalitat, en relación con el artículo 

133.1 de la Ley 39/2015, LPAC, se dio, como se ha dicho, cumplimiento al 
trámite de consulta pública. 

 
 Posteriormente, en fecha 22 de abril de 2025, se publicó dicho trámite 
en el «Diari Oficial de la Generalitat Valenciana» (DOGV), n.º 10092, con el 
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objetivo de que las personas y las organizaciones potencialmente afectadas 
pudiesen efectuar nuevas aportaciones y, así mismo, se procedió a darle 

publicidad a través del portal de participación de la Generalitat. 
 

 Durante el trámite de consulta e información pública se formularon 
alegaciones por distintas entidades jurídicas (655 alegaciones), por 
ayuntamientos (36 alegaciones), y por particulares (194 personas físicas y 449 

alegaciones). Asimismo, han efectuado alegaciones distintas consellerias (166 
alegaciones en total).  

 
 A este respecto, consta informe, de 12 de agosto de 2025, del director 
general de Gestión del Sistema Sociosanitario e IVAFIC. En este informe, entre 

otros aspectos, se señala que “Revisadas y valoradas todas las aportaciones, 
se concluye que de las 313 alegaciones realizadas al articulado del Decreto -
que supone, como se ha mencionado, en torno al 33% del total- se han aceptado 
21 en su totalidad, 44 parcialmente y 248 se han rechazado. 
 
 Respecto a las alegaciones realizadas al Anexo, de las 486 recibidas -
aproximadamente un 60% de las aportaciones realizadas- se han aceptado 
totalmente 61, parcialmente 122 y se han rechazado 303. 
 
 Por último, del 7% de las alegaciones recibidas cuyo objeto no versa sobre 
los aspectos que se pretenden modificar con esta norma, únicamente se ha 
aceptado totalmente 1 aportación, parcialmente 4 y las 56 alegaciones 
restantes han sido rechazadas (en lo respecta a esta norma). 
 
 Para concluir, en términos porcentuales, de las 1.306 aportaciones 
recibidas, el 9,65% han sido aceptadas totalmente, el 19,77 % han sido 
aceptadas parcialmente y el 70,58% no han sido aceptadas”. 
 

 Los datos pormenorizados de estas cifras se adjuntan como anexo al 
citado informe. 

 
 Consta, además, informe de 16 de enero de 2026, acerca de la 
valoración de las propuestas de modificación presentadas por distintos 

centros directivos tras un primer informe de la abogacía de la Generalitat de 
2 de octubre de 2025. 
 

 4. Valoración económica de la norma proyectada. 
 

 El artículo 43.1.a) de la Ley 5/1983, de 30 de diciembre y el artículo 35 
del Decreto 77/2019, de 7 de junio, del Consell, por el que se regula el 
procedimiento de gestión del presupuesto de la Generalitat, establecen la 

obligación de incorporar al expediente de elaboración de proyectos normativos 
reglamentarios una memoria económica que contenga la estimación del coste 

previsto y su posible incidencia en la administración. Se ha incorporado, por 
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tanto, memoria económica, de 29 de mayo de 2025, elaborada por el director 
general de Gestión del Sistema Sociosanitario e IVAFIC acerca de las 

repercusiones económicas de la norma proyectada. 
 

 En el informe se concluye que “la aprobación del proyecto no genera 
obligaciones económicas para la Generalitat, ni conlleva la creación de nuevos 
puestos de trabajo ni la modificación de las condiciones retributivas del 
personal existente. 
 
 Los informes emitidos por las direcciones generales identificando 
impactos negativos se incorporan como anexos al presente documento, a efectos 
de su debida consideración”. 

 
 Consta informe favorable de la Dirección General de Presupuestos de la 

Conselleria de Hacienda y Modelo Económico, de 26 de septiembre de 2025, 
a efectos de lo dispuesto en el artículo 26.1 de la Ley 1/2015, de Hacienda 
Pública, Sector Público. 

  
 5. Emisión de otros informes preceptivos. 

  
 - Se ha emitido informe por el director general de Gestión del Sistema 
Sociosanitario e IVAFIC, de fecha 15 de julio de 2025, con el visado de la 

Unidad de Igualdad sobre impacto por razón de género de la norma 
proyectada, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 11 de la Ley 
Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de Hombres y 

Mujeres y en el artículo 4.bis de la Ley 9/2003, de 2 de abril, de la Generalitat, 
para la Igualdad entre Mujeres y Hombres. En dicho informe se analizan los 

objetivos generales del proyecto, los objetivo para promover la igualdad entre 
mujeres y hombre, la pertinencia de género, la situación de partida de hombre 
y mujeres, la previsión de resultados de la norma y en definitiva la valoración 

del impacto de género, resaltando las conclusiones y medidas 
complementarias.  

 
 - Asimismo, consta informe, de 15 de mayo de 2025, de impacto en la 
infancia y la adolescencia y sobre el impacto en la familia, de conformidad con 

lo establecido en los artículos 22 quinquies de la Ley Orgánica 1/1996, de 15 
de enero, de Protección Jurídica del Menor y 6.3 de la Ley 12/2008, de 3 de 
julio, de la Generalitat, de Protección Integral de la infancia y la adolescencia 

de la Comunitat Valenciana, y con la disposición adicional décima de la Ley 
40/2003, de 18 de noviembre, de Protección a las Familias numerosas y 

artículo 6.3 de la Ley 12/2008, de 3 julio, de la Generalitat citada.  
 
 - De conformidad con lo establecido en el artículo 18 de la Ley 25/2018, 

de 10 de diciembre, de la Generalitat, reguladora de la actividad de los grupos 
de interés de la Comunitat Valenciana, y el artículo 21 del Decreto 172/2021, 

de 15 de octubre, del Consell, se ha emitido por el director general informe de 
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huella de los grupos de interés, de 15 de julio de 2025, en el que consta la 
actividad de influencia desarrollada por los grupos de interés, desde el día 18 

de mayo de 2022, fecha a partir de la cual la inscripción de los grupos de 
interés y de sus actividades de influencia es obligatoria. 

 
 Se ha incorporado al expediente certificado del Consejo Valenciano de 
Inclusión y Derechos Sociales, en relación con la sesión celebrada el 25 de 

julio de 2025, acerca del expresado proyecto de decreto, así como el informe 
de 24 de septiembre de 2025, de la presidenta del Consejo Valenciano de 

Personas Mayores. 
 
 Obran, igualmente, en el expediente el informe del Consejo Valenciano 

LGTBI, de 13 de enero de 2026, el informe del Consejo Valenciano del Pueblo 
Gitano de 13 de enero de 2026, e informe del Consejo Valenciano de las 
Migraciones, de 14 de enero de 2026. 

 
 En fechas 10 de octubre de 2025 y 24 de febrero de 2026 se han emitido 

sendos informes de la Abogacía de la Generalitat. 
 
 De acuerdo con las competencias atribuidas al Comité Econòmic i 

Social de la Comunitat Valenciana por la Ley 1/2014, de 28 de febrero, y 
previa la tramitación correspondiente, el Pleno del Comité, en su sesión 

ordinaria celebrada el 27 de febrero de 2026, emitió Dictamen en el que se 
efectúan determinadas observaciones, que han sido valoradas mediante 
Informe de 10 de abril de 2026 emitido por el director general de Gestión del 

Sistema Sociosanitario e IVAFIC e informe de 27 de marzo de 2026 de la 
directora general d’Igualtat i l’Institut de les Dones. 
 

 En fecha 9 de junio de 2026, se remitió a este Consell certificación 
acerca de la sesión plenaria celebrada por la Comisión Mixta de Cooperación 

entre la Generalitat y la Federación Valenciana de Municipios y Provincias, en 
fecha 1 de junio de 2026, en la que se indica que se emitió informe favorable 
en relación con la norma proyectada. 

 
 Tercera.- Estructura del proyecto de decreto 
 

 El proyecto de decreto se estructura en una parte expositiva y otra 
dispositiva compuesta por 85 artículos y una parte final conformada por ocho 

disposiciones adicionales, seis disposiciones transitorias, una disposición 
derogatoria y dos disposiciones finales.  
 

 El contenido de los artículos es el siguiente: 
 

 TÍTULO PRELIMINAR 
 Capítulo I. Disposiciones generales (artículos 1 a 4). 
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 Capítulo II. Derechos y deberes de las personas usuarias, sus familiares 
y allegadas (artículos 5 a 13). 

 Capítulo III. Participación en el ámbito de los centros, servicios y 
programas de servicios sociales (artículos 14 a 18). 

 
 TITULO I. DEL SISTEMA DE SERVICIOS SOCIALES 
 Capítulo I. Servicios sociales valencianos y el Sistema Público 

Valenciano de Servicios Sociales (artículos 19 a 21). 
 Capítulo II. Estructura del Sistema Público Valenciano de Servicios 

Sociales (artículos 22 a 30). 
 Capítulo III. Principios transversales y metodológicos (artículos 31 y 32). 
 Capítulo IV. Centros, servicios y programas de servicios sociales 

(artículos 33 a 48). 
 
 TÍTULO II. DE LA ATENCIÓN PRIMARIA 

 Capítulo I. Atención primaria. Generalidades (artículos 49 y 50). 
 Capítulo II. Atención primaria de carácter básico. Centros, servicios y 

programas (artículos 51 a 57). 
 Capítulo III. Atención primaria de carácter específico. Centros, servicios 
y programas (artículos 58 a 63). 

 Capítulo IV. Servicios para la Autonomía Personal y la Atención a la 
Dependencia (artículo 64). 

 
 TÍTULO III. ATENCIÓN SECUNDARIA 
 Capítulo I. Atención secundaria (artículos 65 a 69). 

 Capítulo II. Centros de servicios sociales de atención secundaria 
(artículos 70 a 73). 
 Capítulo III. Acceso a la atención secundaria (artículos 74 a 78). 

 
 TÍTULO IV. CONDICIONES MATERIALES Y FUNCIONALES BÁSICAS 

DE LOS CENTROS, SERVICIOS Y PROGRAMAS 
 Capítulo I. Condiciones generales de los centros, servicios y programas 
(artículos 79 a 82). 

 Capítulo II. Condiciones materiales y funcionales de los servicios 
(artículos 83 a 85). 
  

 Las disposiciones adicionales regulan: Acreditación servicios de los 
SAAD; Condiciones de acceso e inclusión de personas usuarias con 

discapacidad a centros y programas de atención primaria de carácter básico 
en zonas rurales con riesgo de despoblación; Autorización excepcional de 
viviendas; Personal sanitario; Plazas excepcionales en centros de acogida 

temporales para personas en situación de sin hogar, en centros residenciales 
de infancia y adolescencia, y en centros de día y residenciales de atención a 

personas con discapacidad y problemas graves de salud mental; Incidencia 
presupuestaria; Personal empleado público; y la Protección de datos de 
carácter personal. 
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 Las disposiciones transitorias contienen la regulación de los aspectos 

siguientes:   
 

 - Centros autorizados. 
- Centros con procedimiento de autorización en trámite. 
- Autorización de centros titularidad de entidades locales de atención 

primaria. 
- Adaptación de los centros cuya gestión no corresponde a la 

Generalitat. 
 - Valenciana y que disponen de plazas financiadas del SPVSS.   
- Centros ocupacionales. 

- Centros de atención temporal a emergencias sociales. 
 
 La disposición derogatoria única recoge la derogación normativa que 

alcanza a las disposiciones de igual o inferior rango que se opongan a lo 
dispuesto en el decreto proyectado. 

  
Las Disposiciones finales primera y segunda regulan, respectivamente, 

la habilitación normativa y la entrada en vigor.  

 
Se adjunta, además, un Anexo. 

 
 Cuarta.- Marco normativo autonómico y justificación de la norma 
 

I. Marco normativo 
 

La Constitución Española atribuye, en el artículo 148.1.20, la 

competencia exclusiva en materia de asistencia social a las Comunidades 
Autónomas. En esta línea, la Comunitat Valenciana asume esta competencia 

en el actual artículo 49.1.24 del Estatut d’Autonomia de la Comunitat 
Valenciana, y se reconoce el derecho a gozar de servicios públicos de calidad 
y que las administraciones públicas traten sus asuntos de modo equitativo e 

imparcial, de conformidad con el artículo 9.2 del mismo Estatuto. 
 
 En ejercicio de dicha competencia se dictó la Ley 3/2019, de 18 de 

febrero, de Servicios Sociales Inclusivos de la Comunitat Valenciana, que 
sienta las líneas maestras del diseño de un nuevo modelo de servicios sociales 

para la Comunitat Valenciana, y cuya Disposición Final primera fija el 
calendario de desarrollo básico de la ley, señalando en su apartado primero 
que: “A propuesta de la conselleria competente en materia de servicios sociales, 
el Consell, en el plazo máximo de dieciocho meses a partir de la entrada en 
vigor de esta ley, aprobará reglamentariamente el Plan estratégico de Servicios 
Sociales de la Comunitat Valenciana”. 
 
 Además, de la citada Ley 3/2019, se ha dictado la siguiente normativa: 
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 - Decreto 181/2017, de 17 de noviembre, del Consell, por el cual se 

desarrolla la acción concertada para la prestación de servicios sociales en el 
ámbito de la Comunitat Valenciana por entidades de iniciativa social. 

 
- Decreto 59/2019, de 12 de abril, del Consell, de ordenación del 

Sistema Público Valenciano de Servicios Sociales. 

 
 - Decreto 38/2020, de 20 de marzo, del Consell, de coordinación y 

financiación de la atención primaria de servicios sociales; el Primer Plan de 
Infraestructuras de Servicios Sociales, aprobado mediante Resolución de 29 
de junio de 2021 de la Vicepresidencia y Conselleria de Igualdad y Políticas. 

Inclusivas. 
 
 - Decreto 34/2021, de 26 de febrero, del Consell, de regulación del 

Mapa de Servicios Sociales de la Comunitat Valenciana. 
 

 - Decreto 217/2022, de 16 de diciembre, por el que se regulan el 
Consejo Valenciano de Inclusión y Derechos Sociales, los consejos locales y 
zonales de inclusión, el órgano de concertación y el Observatorio del Sistema 

Público Valenciano de Servicios Sociales (SPVSS).  
 

- Decreto 27/2023, de 10 de marzo, del Consell, por el que se regulan 
la tipología y el funcionamiento de los centros, servicios y programas de 
servicios sociales, y su ordenación dentro de la estructura funcional, 

territorial y competencial del Sistema Público Valenciano de Servicios 
Sociales. 
 

 El proyecto normativo sometido a dictamen persigue continuar con la 
planificación prevista por la citada Ley 3/2019, a fin de completar el SPVSS, 

con la incorporación de la exigencia de cumplir por parte de los equipos de 
personal profesional el conjunto de compromisos y deberes propios de la ética 
y la deontología profesionales. Además, esta disposición está incluida en el 

Plan Normativo de la Administración de la Generalitat de 2026. 
 
 Por otro lado, compete la propuesta a la consellera de Igualdad y 

Políticas Inclusivas, en virtud de las competencias que le atribuye el 
Reglamento orgánico y funcional de la Vicepresidencia y Conselleria de 

Servicios Sociales, Familia e Infancia, aprobado por Decreto 170/2020, de 30 
de octubre, en relación con lo dispuesto en los artículos 28 c) y 33 de la Ley 
5/1983, de 30 de diciembre, del Consell. 

 
 II. Justificación de la norma proyectada. 

 
 En relación con la justificación de la norma proyectada, en el informe 
de necesidad y oportunidad, de 15 de julio de 22025, elaborado por el Director 
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General del Sistema Sociosanitario e IVAFIC, se señala que “se considera 
oportuno aprobar un nuevo Decreto del Consell, que implique la ordenación de 
las prestaciones y la definición de todos los tipos de centros, servicios y 
programas de servicios sociales de la Comunitat Valenciana existentes hasta 
el momento, así como de los que se puedan crear en un futuro, regulando sus 
características y principios comunes, así como las características básicas 
específicas de cada tipología de servicio y centro. 
 
 Por otra parte, el Decreto integrará los servicios y centros de servicios 
sociales establecidos en las diferentes leyes y normativa de desarrollo que 
regulan las prestaciones del sistema de servicios sociales en la Comunitat 
Valenciana, tales como la Ley 9/2018, de 24 de abril, de la Generalitat, de 
modificación de la Ley 11/2003, de 10 de abril, de la Generalitat, sobre el 
estatuto de las personas con discapacidad; la Ley 23/2018, de 29 de 
noviembre, de la Generalitat, de igualdad de las personas LGTBI; la Ley 
7/2012, de 23 de noviembre, de la Generalitat, integral contra la violencia sobre 
la mujer en el ámbito de la Comunitat Valenciana; la Ley 26/2018, de 21 de 
diciembre, de la Generalitat, de derechos y garantías de la infancia y la 
adolescencia y la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de promoción de la 
autonomía personal y atención a las personas en situación de dependencia. 
 De acuerdo con la Disposición final primera, y considerando la amplitud 
y complejidad del ámbito a regular, así como la necesidad de garantizar el rigor 
técnico y la seguridad jurídica, el desarrollo normativo del presente Decreto se 
llevará a cabo, en función de la materia concreta, mediante Órdenes de la 
Conselleria competente en materia de servicios sociales”. 
 
 A la vista de lo expuesto, la norma proyectada se justifica en la 

necesidad de contar con un instrumento normativo adecuado para reforzar la 
calidad, eficacia y seguridad jurídica del Sistema Público Valenciano de 
Servicios Sociales, adaptando su regulación a las necesidades actuales de las 

personas usuarias y de los profesionales del sector. 
   
 Quinta.- Observación general al proyecto de decreto. Remisiones 

genéricas al “anexo” 
 

El proyecto de decreto efectúa remisiones al anexo que pueden generar 
dificultades en su aplicación. Así, en diversos preceptos se recurre a una 
remisión genérica al “anexo del presente decreto” sin identificar el bloque, 

apartado o contenido concreto aplicable. Así ocurre, entre otros, en el artículo 
52.3, cuando dispone que “la definición, contenido y funciones de estos 
servicios se desarrollan en el anexo del presente decreto”; en el artículo 53, al 
señalar que los programas se promoverán “conforme a lo dispuesto en el anexo 
del presente decreto y en la correspondiente orden de desarrollo”; en el artículo 
70.2, al indicar que “son centros de servicios sociales de atención secundaria 
los relacionados en el anexo del presente decreto”; en el artículo 71.1, que 



 14 

remite a “las indicaciones contenidas en el anexo del presente decreto”, o en el 

artículo 84.1. 
 

Desde la perspectiva de quien ha de aplicar la norma -ya sea la 

Administración en sus funciones de autorización, inspección o planificación, 
o los operadores jurídicos-, esta técnica de remisión resulta incompleta. El 
anexo del decreto no constituye un contenido unitario y homogéneo, sino que 

incorpora una pluralidad de regulaciones de distinta naturaleza, relativas a 
tipologías de centros, servicios y programas correspondientes a distintos 

niveles del sistema (atención primaria básica, específica y secundaria), con 
descripciones, funciones y condiciones diversas. En este contexto, la ausencia 
de una identificación precisa dificulta determinar qué parte del anexo resulta 

aplicable en cada caso concreto, obligando al aplicador a realizar una labor 
interpretativa adicional que no debería ser necesaria en un texto normativo 

de este tipo. Esta indeterminación puede dar lugar a interpretaciones 
distintas. 
 

Además, la remisión se produce en preceptos que delimitan elementos 
esenciales del sistema -como la definición de servicios, la creación de 
programas o la identificación de centros-, lo que obliga a una mayor precisión. 

En definitiva, se trata de contenidos estructurales cuya determinación debería 
resultar clara e inmediata a partir del propio texto normativo. 

 
En consecuencia, la técnica empleada no se ajusta a las exigencias de 

claridad y seguridad jurídica, siendo necesario que el proyecto identifique de 

forma expresa el apartado o sección concreta del anexo aplicable en cada 
supuesto, o bien establezca una correspondencia sistemática entre el 

articulado y el contenido del anexo que evite incertidumbres interpretativas. 
 
Esta observación, por afectar a la seguridad jurídica en la aplicación de 

la norma, es esencial, a los efectos del artículo 77.3 del Reglamento de este 
Consell. 
 

 Sexta.- Observaciones al articulado 
 

 Al Preámbulo 
 
 En el apartado IV, relativo a la estructura del decreto, se observa una 

deficiencia adicional de técnica normativa, consistente en la omisión de la 
referencia a las disposiciones finales, a pesar de que sí se mencionan otros 
elementos estructurales de la norma, por lo que debe completarse en tal 

sentido. 
 

A la fórmula aprobatoria 
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De conformidad con lo dispuesto en el artículo 13.2 del Decreto 
24/2009, de 13 de febrero, “la fórmula aprobatoria hará referencia a los 
informes preceptivos (…)”. Por ello, debería incluirse una referencia a todos los 
informes preceptivos que hayan sido emitidos a propósito de la tramitación 

del proyecto normativo; no obstante, en lugar de hacer una relación 
exhaustiva de todos los informes preceptivos que se han tenido en cuenta en 

la elaboración de la norma proyectada, se sugiere la inclusión de la locución 
“con todos los informes preceptivos solicitados”, finalizando con la 
manifestación de conformidad o disconformidad con este Consell. 

 
Al artículo 2. Ámbito subjetivo 

 
 Este precepto dispone que “De acuerdo con lo establecido en la Ley 
3/2019, el presente decreto se aplicará: 
 

a) A los centros, servicios y programas de servicios sociales integrados 
en el SPVSS provistos mediante cualquiera de las formas de gestión previstas 
en el artículo 34 de dicha ley.  

 
b) A los centros, servicios y programas de servicios sociales prestados 

por las entidades de titularidad privada de iniciativa social o mercantil, y por 
personas físicas que actúan en el ámbito territorial de la Comunitat Valenciana, 
no integradas en el SPVSS”. 
 
 El artículo 2 delimita de forma amplia el ámbito subjetivo de aplicación 
del decreto, al incluir tanto los centros, servicios y programas integrados en 
el Sistema Público Valenciano de Servicios Sociales como aquellos de 

titularidad privada no integrados en el mismo. No obstante, el precepto no 
diferencia el alcance de su aplicación en uno y otro supuesto.  

 
En particular, no se aclara si el régimen jurídico previsto en el decreto 

resulta plenamente aplicable a los recursos no integrados en el SPVSS o si, 

por el contrario, su aplicación debe entenderse limitada a las condiciones de 
autorización, funcionamiento y demás requisitos exigibles con arreglo al 
propio decreto proyectado. Asimismo, la referencia a las “personas físicas” 

carece de la necesaria concreción, al no especificarse que se trata de aquellas 
que actúan como titulares o responsables de centros, servicios o programas.  

 
En consecuencia, resultaría conveniente completar la redacción del 

precepto en el sentido de distinguir entre ambos ámbitos de aplicación y de 

precisar el alcance subjetivo de las personas físicas incluidas, a fin de reforzar 
la claridad del precepto.  

 
 Al artículo 4. Definiciones 
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 El artículo 4 del proyecto, relativo a las definiciones, presenta una 
configuración amplia que, si bien contribuye a la sistematización conceptual 

de la norma, plantea algunas cuestiones desde la perspectiva de la técnica 
normativa. 

 
En particular, se observa heterogeneidad en los conceptos definidos, 

que incluyen no solo categorías jurídicas estrictas, sino también elementos de 

carácter técnico, organizativo y metodológico. Esta amplitud provoca que el 
precepto no se limite a cumplir su función propia de delimitación conceptual, 

sino que incorpore contenidos de naturaleza material. Así, por ejemplo, la 
definición de la Historia Social Única no se centra en identificar el concepto, 
sino que describe su función como instrumento de registro e intervención 

profesional dentro del sistema, lo que supone introducir elementos relativos 
a la organización y funcionamiento de los servicios. Del mismo modo, el Plan 
Personalizado de Intervención Social no se define únicamente como categoría 

jurídica, sino que se detallan sus características, finalidad y contenido, 
configurándolo como un verdadero instrumento operativo del sistema. 

 
Igualmente, la inclusión de figuras como la persona profesional de 

referencia o la persona supervisora de departamento no se limita a una 

definición terminológica, sino que implica la introducción de elementos 
organizativos y funcionales que afectan directamente a la estructura de los 

servicios. En la misma línea, conceptos como los sistemas aumentativos y 
alternativos de comunicación o el transporte adaptado incorporan referencias 
técnicas que exceden la mera delimitación conceptual. 

 
Por ello, el artículo 4 no solo define términos, sino que anticipa y 

configura aspectos materiales del sistema, lo que desborda la función propia 

de este tipo de preceptos. Procede recordar que las definiciones deben servir 
para aclarar el significado de los términos utilizados en la norma, no para 

desarrollar contenidos sustantivos que deberían ubicarse en el articulado 
correspondiente. 
 

En consecuencia, esta configuración puede afectar a la claridad del 
texto, al mezclar en un mismo precepto planos distintos -conceptual y 
material-, por lo que sería recomendable revisar su contenido, limitándolo a 

las definiciones estrictamente necesarias para la interpretación de la norma 
y trasladando los elementos de carácter material a los preceptos que regulan 

cada materia. 
  

Al artículo 5. Garantías de los derechos de las personas usuarias 

 
 En el apartado 7 se dispone que “Los centros y programas de servicios 
sociales deberán disponer de un reglamento de régimen interno y de unas 
normas de funcionamiento, respectivamente, que deberán ajustarse a lo que 
establezca la correspondiente orden de la conselleria competente en materia de 
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servicios sociales, y un apartado relativo a los derechos y obligaciones de las 
personas usuarias que asegure el respeto a sus derechos fundamentales. El 
incumplimiento de estas disposiciones por parte de las personas responsables 
de las entidades titulares de los centros o programas se considerará una 
vulneración de derechos, a todos los efectos”. 
 
 El precepto recuerda la exigencia de disponer de un reglamento y 

normas de funcionamiento, disponiendo que se incorporen expresamente los 
derechos y obligaciones de las personas usuarias con respeto a sus derechos 

fundamentales. 
 

No obstante, el problema que suscita, aun cuando en este punto resulta 

coincidente con el actual precepto, es el hecho de atribuir consecuencias 
especialmente importantes al incumplimiento de dichas “disposiciones”, al 
calificarlo directamente como “vulneración de derechos, a todos los efectos”. 

La expresión “a todos los efectos” es excesivamente genérica e indeterminada, 
lo que puede generar inseguridad jurídica al no delimitar con precisión qué 

tipo de consecuencias jurídicas se derivan del incumplimiento ni su encaje en 
el régimen contractual, sancionador o de responsabilidad.  

 

Asimismo, el precepto remite a una futura orden de la Conselleria para 
concretar el contenido de los reglamentos, lo que puede suscitar dudas desde 

la perspectiva de la jerarquía normativa si esa orden llega a condicionar de 
forma sustancial el contenido de derechos. 
 

En definitiva, el apartado 7 refuerza la protección de las personas 
usuarias mediante la institucionalización de normas internas garantistas, 
pero presenta una cierta imprecisión técnica en la determinación de las 

consecuencias jurídicas del incumplimiento, lo que exige una mayor 
concreción normativa. 

 
 Al artículo 13. Condiciones para la contratación de servicios con 
personas usuarias 
 
 El apartado 2 dispone que “Si el contrato asistencial contuviera una 
cláusula donde se estableciera la obligación de pago del servicio deberá ser 
notificada a las personas usuarias y familiares”. 
 

 En relación con este apartado, la exigencia adicional de notificación 
podría resultar innecesaria si se parte de que la firma del contrato implica 
conocimiento, salvo que se entienda como una garantía reforzada, o en 

aquellos casos en los que actúe su representante. Por ello, el apartado podría 
resultar excesivo, al exigir la notificación incluso cuando la persona usuaria 

es plenamente capaz y ha prestado su consentimiento mediante la firma del 
contrato. 
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Además, la expresión “deberá ser notificada” resulta imprecisa, ya que 
no especifica el momento de la notificación (previo, simultáneo o posterior a 

la firma), la forma (escrita, fehaciente, etc.), ni las consecuencias de su 
incumplimiento. Esta indeterminación puede generar inseguridad jurídica y 

dificultades probatorias. 
 

Por otro lado, la referencia a los “familiares” introduce un elemento 

problemático, ya que no delimita qué familiares deben ser notificados, ni si es 
necesaria la autorización de la persona usuaria para comunicarles 

información económica. Esta disposición puede entrar en colisión con la 
normativa sobre protección de datos personales y derecho a la intimidad, 
especialmente cuando la persona usuaria tiene plena capacidad jurídica. 

 
En conclusión, aunque el apartado 2 pretende reforzar la transparencia 

y la protección de la persona usuaria, presenta deficiencias en su redacción, 

en particular, por su carácter indeterminado y por la previsión de 
comunicación a terceros -los familiares- sin una adecuada delimitación 

jurídica. Por ello, es necesario una mayor precisión normativa que garantice 
su correcta aplicación y su adecuación a las exigencias de confidencialidad y 
consentimiento en aquellos casos en que la persona usuaria conserve plena 

capacidad de decisión. 
 

Esta observación es esencial a los efectos del artículo 77.3 del 
Reglamento de este Consell. 

 

Al artículo 39. Obtención de plaza en centro de día 
 
Este precepto señala que “El derecho de una persona a una prestación 

de asistencia a un centro de día se materializará con la asignación de una 
plaza, en cualquiera de sus modalidades o bien con la asignación de un número 
de sesiones a desarrollar en el centro. Deberá concretarse su frecuencia y 
duración en la resolución administrativa de concesión y de acuerdo con el 
dictamen del equipo técnico que lo propone. De ello se informará por escrito a 
la persona usuaria. También se podrá obtener una plaza a través del ingreso 
de manera voluntaria en un centro”. 

 
El artículo 39 regula la materialización del derecho a la prestación de 

asistencia en centro de día mediante la asignación de plaza o de sesiones, lo 

que resulta, en términos generales, coherente con la lógica de las prestaciones 
del sistema de servicios sociales y con el modelo de intervención flexible. 

 

No obstante, el inciso final -“También se podrá obtener una plaza a 
través del ingreso de manera voluntaria en un centro”- introduce una posible 

contradicción con el régimen general de acceso a las prestaciones públicas, 
basado en la resolución administrativa previa de reconocimiento y asignación. 
Así, la redacción parece sugerir una vía alternativa de acceso directo al 
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recurso al margen del procedimiento administrativo, lo que puede generar 
confusión entre el acceso al sistema público (que requiere resolución 

administrativa), y el acceso a centros de titularidad privada o mediante 
financiación privada.  

 
Desde esta perspectiva, el derecho a la prestación no puede 

materializarse sin un acto administrativo previo, por lo que este inciso debería 

matizarse o delimitar claramente su ámbito (por ejemplo, restringiéndolo a 
plazas privadas o a supuestos no incluidos en el sistema público). 

 
Dada la confusión que genera el citado inciso final la necesidad de 

clarificación es esencial a los efectos del artículo 77.3 del Reglamento de este 

Consell. 
 
Al artículo 41. Centros residenciales 

 
En el apartado 1, letra b) de este precepto se dispone que “Un mismo 

edificio podrá albergar hasta un 10 % de estas viviendas u hogares, 
garantizándose en todo caso la existencia de al menos una vivienda cuando la 
aplicación de dicho porcentaje no alcance la unidad, a fin de preservar el 
anonimato de las personas usuarias y favorecer su inclusión social. No 
obstante, podrá destinarse un edificio completo a este tipo de viviendas. 
También podrá dedicarse parte de un edificio que ya albergue un centro de 
servicios sociales a estas viviendas, siempre que tenga acceso independiente. 
A este tipo de centro se le denominará Centro Integral de Viviendas (CIV) y se 
situará igualmente dentro de la trama urbana. 
 

En los CIV cada una de las viviendas dispondrá de un máximo de 5 
plazas, siendo la capacidad máxima del centro de 60 plazas. Este tipo de 
viviendas cumplirán con la normativa vigente en materia de: habitabilidad, 
diseño, seguridad, accesibilidad, bienestar e higiene, salubridad, ahorro de 
energía y protección al ruido. Dispondrán de, al menos, un ascensor accesible 
que comunique la planta de entrada accesible al edificio con las plantas que no 
sean de ocupación nula (…)”.    
 

El anterior apartado b) del artículo 41.1 introduce una modificación 
respecto del régimen vigente en el Decreto 27/2023. Así, mientras que el 
artículo 43.1 de este último estable que “un mismo edificio no puede albergar 

más de uno de estos centros residenciales” de carácter convivencial, con la 
finalidad expresa de preservar el anonimato de las personas usuarias y 
favorecer su inclusión social, el proyecto flexibiliza esta regla, admitiendo que 

un mismo edificio pueda albergar hasta un 10 % de viviendas u hogares, e 
incluso que pueda destinarse un “edificio completo” a este tipo de recursos. 

 
Si en la norma proyectada el fundamento de la limitación (hasta el 10%) 

sigue siendo evitar la identificación, segregación o estigmatización de las 
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personas usuarias, debería justificarse con mayor precisión, al menos en la 
parte expositiva, por qué el nuevo porcentaje del 10 % y especialmente la 

posibilidad de destinar un “edificio completo” resultan compatibles con dicha 
finalidad. 

 
Por otro lado, se aprecia una dificultad interpretativa por la falta de 

claridad del inciso relativo al “edificio completo”. Podría entenderse que se 

refiere a inmuebles autónomos, como una vivienda unifamiliar o un adosado, 
supuesto que sería compatible con el modelo convivencial. Sin embargo, la 

redacción no lo precisa y también permite una interpretación más amplia, 
referida a edificios plurifamiliares o de mayor dimensión, lo que podría 
conducir a una concentración significativa de personas usuarias en un mismo 

espacio residencial. 
 
Por otro lado, la creación de los Centros Integrales de Viviendas (CIV) 

exige una mayor delimitación normativa. El proyecto prevé que en estos 
centros cada vivienda tenga un máximo de 5 plazas y que la capacidad 

máxima del centro pueda alcanzar las 60 plazas. Por ello, debería aclararse 
su naturaleza jurídica, su diferencia respecto de la mera agrupación de 
viviendas y las garantías específicas que aseguren que no se convierten, 

materialmente, en recursos residenciales concentrados. 
 

En consecuencia, el contenido del artículo 41 requiere una mejor 
delimitación técnica. En tal sentido, debería precisarse el significado de 
“edificio completo” y el régimen jurídico de los CIV, a fin de garantizar que 

estas novedades no desvirtúen el objetivo de anonimato, normalización e 
inclusión social que el propio precepto proclama. 

 

Por otro lado, respecto al inciso referido a los CIV, “Cumplirán con las 
condiciones materiales establecidas en el presente decreto y en la 
correspondiente orden de desarrollo”, nos remitidos a la observación efectuada 
al artículo 85.6 proyectado. 

 
En el apartado 2, referido a las residencias se señala que son “centros 

destinados al alojamiento estable de personas que necesitan apoyo y atención 
psicosocial de forma continuada y sostenida en el tiempo para realizar las 
actividades básicas o instrumentales de la vida diaria. Constan de un mínimo 
de 9 plazas y un máximo de 150 plazas acorde con cada sector de intervención 
social y se estructuran en unidades de convivencia, en función de la tipología 
de cada centro, con un máximo de 25 plazas cada uno. No obstante, estos 
máximos podrán ser modificados de manera excepcional cuando concurra una 
causa justificada.  

 
Los centros que superen 25 plazas deberán estructurarse en unidades 

de convivencia. La configuración del espacio de cada unidad de convivencia 
permitirá la vida habitual y normalizada de las personas, y deberá evitar su 
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segregación por diagnósticos clínicos. Excepcionalmente, se podrán crear 
unidades para la atención especializada a determinados perfiles cuando se 
valore necesario para una mejor atención de las personas usuarias. 

 
En todo caso, las personas usuarias de estos centros deberán pertenecer 

a un mismo ámbito de intervención en servicios sociales y ser mayores de edad, 
excepto en los centros para personas menores de edad tuteladas o en guarda 
por la Generalitat o en conflicto con la ley”. 
 

Este apartado 2 regula la tipología de las residencias, introduciendo 
una configuración basada en la capacidad de los centros y su organización en 
unidades de convivencia. El precepto supone un cambio respecto del régimen 

del Decreto 27/2023. 
 
En primer lugar, el precepto fija un mínimo de 9 plazas (actualmente 8) 

y un máximo de 150 plazas por centro (actualmente 120), lo que implica un 
incremento de la capacidad máxima respecto al modelo anterior, aunque este 

aumento se pretende compensar mediante la exigencia de estructuración en 
unidades de convivencia. 

 

No obstante, la regulación de las unidades de convivencia presenta 
problemas de sistematicidad. El precepto dispone, por un lado, que los 

centros “se estructuran en unidades de convivencia (…) con un máximo de 25 
plazas cada una”, lo que parece configurar una regla general aplicable a todos 
los centros. Sin embargo, señala a continuación que “los centros que superen 
25 plazas deberán estructurarse en unidades de convivencia”, introduciendo 
una previsión que genera confusión sobre el alcance de la obligación. No 

queda claro si la estructuración en unidades de convivencia es exigible en 
todos los casos o únicamente cuando se supera determinado umbral de 

plazas (25 plazas), lo que evidencia una falta técnica normativa y ausencia de 
claridad en la articulación del modelo organizativo. 

 

Por otro lado, el precepto incorpora una cláusula de flexibilidad al 
permitir que los límites de plazas puedan ser modificados “de manera 
excepcional cuando concurra una causa justificada”. Esta previsión, a juicio 
de este Consell, resulta excesivamente abierta, ya que no define qué debe 
entenderse por causa justificada, ni determina el órgano competente para 

apreciarla ni el procedimiento aplicable. Al tratarse de un elemento 
estructural del sistema -la capacidad de los centros-, esta indeterminación 

puede generar un amplio margen de discrecionalidad administrativa, 
afectando a la seguridad jurídica y a la igualdad en la aplicación de la norma. 

 

Por último, el precepto establece que las unidades de convivencia 
deberán evitar la segregación por diagnósticos clínicos, lo que constituye una 

previsión coherente con los principios de inclusión y atención centrada en la 
persona. No obstante, introduce una excepción al permitir la creación de 
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unidades especializadas “cuando se valore necesario para una mejor atención 
de las personas usuarias”. Esta cláusula presenta igualmente un elevado 
grado de indeterminación, al no precisar quién realiza dicha valoración ni los 
criterios objetivos que deben concurrir, lo que puede dar lugar a una 

aplicación desigual e incluso a una utilización extensiva de la excepción que 
desvirtúe el principio general de no segregación. 

 
En conclusión, el apartado 2 del artículo 41 introduce cambios en la 

orientación hacia un modelo convivencial, pero presenta problemas de 

claridad y delimitación de sus elementos esenciales, especialmente en lo 
relativo a la estructuración en unidades de convivencia, la cláusula de 
flexibilidad y las unidades especializadas. Por ello, se estima necesario una 

reformulación que precise los criterios y garantice la seguridad jurídica en la 
aplicación de la norma proyectada. 

 
Esta observación, al afectar a la seguridad jurídica en la aplicación de 

la norma, es esencial, a los efectos del artículo 77.3 del Reglamento de este 

Consell. 
 

Al artículo 79. Ubicación e identificación 
 
Este artículo 79, en su apartado c) dispone que “En los supuestos en 

que se proyecte la implantación de un centro en suelo no urbanizable, será 
preceptiva, con carácter previo, la obtención de la correspondiente Declaración 
de Interés Comunitario, conforme a lo dispuesto en el Decreto Legislativo 
1/2021, de 18 de junio, del Consell, por el que se aprueba el texto refundido de 
la Ley de Ordenación del Territorio, Urbanismo y Paisaje. 

 
La viabilidad de dicha implantación quedará condicionada al 

cumplimiento de los siguientes requisitos: 
 
- Que la parcela se localice en el entorno inmediato del casco urbano. 
- Que se garantice su alejamiento respecto de zonas insalubres o 

potencialmente peligrosas. 
- Que no existan infraestructuras próximas cuya naturaleza resulte 

incompatible con la finalidad asistencial del centro o que puedan comprometer 
la sensibilidad y bienestar de las personas usuarias…”. 
 

Este apartado contempla la posibilidad de implantar centros de 
servicios sociales en suelo no urbanizable, condicionándola a la obtención 

previa de la correspondiente Declaración de Interés Comunitario, conforme al 
Decreto Legislativo 1/2021, de 18 de junio, por el que se aprueba el texto 
refundido de la Ley de Ordenación del Territorio, Urbanismo y Paisaje de la 

Comunitat Valenciana. 
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Si bien nada obsta a la referida remisión, se considera conveniente 
reforzar la redacción del precepto en un doble sentido. Así, convendría 

explicitar el carácter excepcional de la implantación de estos centros en suelo 
no urbanizable, en coherencia con la naturaleza de la Declaración de Interés 

Comunitario, que, de acuerdo con el artículo 216 del citado texto refundido, 
constituye un instrumento destinado a autorizar de forma singular y 
justificada usos impropios de dicho suelo. La redacción actual puede inducir 

a interpretar esta vía como una alternativa ordinaria de localización, lo que 
no se ajusta a la lógica del régimen urbanístico. 

 
Por otro lado, los requisitos adicionales previstos en el precepto -

proximidad al casco urbano, alejamiento de zonas insalubres o peligrosas y 

ausencia de infraestructuras incompatibles- deberían configurarse 
expresamente sin perjuicio del cumplimiento de las exigencias propias de la 
Declaración de Interés Comunitario, que implican una valoración más amplia 

y rigurosa de la actuación desde la perspectiva territorial, ambiental y 
funcional. En su redacción actual, el precepto podría interpretarse como si 

dichos requisitos proyectados en el artículo 70 agotaran las condiciones 
necesarias para la implantación, cuando en realidad constituyen únicamente 
criterios adicionales que deben integrarse en el procedimiento urbanístico 

correspondiente. 
 

En consecuencia, se recomienda precisar la redacción de este apartado 
en el sentido de destacar la excepcionalidad de esta forma de implantación y 
de subordinar expresamente los requisitos previstos en el artículo que se 

comenta al régimen jurídico completo de la Declaración de Interés 
Comunitario, a fin de garantizar una correcta aplicación del marco 
urbanístico y evitar interpretaciones que puedan desnaturalizar dicho 

instrumento. 
 

Al artículo 81. Plantillas de personal y ratios de los centros 
 

Este precepto dispone que “Las reglas y criterios para el cálculo de las 
plantillas de personal y ratios de los centros se regularán mediante orden de la 
conselleria competente en materia de servicios sociales”. 

 
El artículo 81 del proyecto de decreto, al prever que las reglas y criterios 

para el cálculo de las plantillas de personal y las ratios de los centros se 

determinen mediante orden de la conselleria competente, suscita dudas desde 
la perspectiva de la jerarquía normativa y del respeto al marco legal 

establecido por la Ley 3/2019 de Servicios Sociales Inclusivos de la Comunitat 
Valenciana. 

 

Así, el artículo 59 de la Ley 3/2019, titulado “Condiciones materiales y 
funcionales”, dispone que “Las autorizaciones de funcionamiento de los centros 
de servicios sociales verificarán el cumplimiento de las condiciones materiales 
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de seguridad, edificación, ubicación, accesibilidad y equipamiento exigibles en 
función de su naturaleza, así como las condiciones de funcionamiento y de 
personal, que se determinarán mediante decreto del Consell”, lo que evidencia 
una voluntad del legislador de reservar esta materia a un reglamento de 

primer nivel.  
 
Esta previsión se ve reforzada por el artículo 66 de la Ley, cuyo apartado 

3 dispone que “Las ratios y figuras profesionales concretas del área de 
servicios sociales para cada servicio de atención primaria de carácter específico 
de competencia municipal mencionado en los apartados a y c del artículo 18.2 
se determinarán reglamentariamente”; y el apartado 4 que “Cada servicio de 

atención primaria de carácter específico, de competencia autonómica, a los 
cuales se refieren los apartados b, d, e, y f del artículo 18.2, prestados en los 
centros mencionados en la disposición adicional undécima, tendrá sus 
correspondientes figuras profesionales, las ratios y los perfiles concretos, los 
cuales se determinarán en el decreto que desarrolle la tipología de centros, 
servicios y programas”. 

 
Por tanto, nos encontramos en materia de personal y ratios de los 

centros ante una reserva normativa específica a favor del decreto del Consell. 
 

A este respecto, la referencia contenida en el artículo 66.3 de la Ley a 
que las ratios se determinarán “reglamentariamente” debe interpretarse 
sistemáticamente en el contexto de la ley como una remisión a la potestad 

reglamentaria del Consell en cuanto órgano titular de la función normativa de 
desarrollo de la ley. No cabe entender dicha expresión como una habilitación 

indiscriminada a cualquier norma reglamentaria de rango inferior, como las 
órdenes departamentales, cuya capacidad de regulación exige una 
habilitación expresa y concreta, especialmente, cuando se trata de materias 

que afectan a elementos esenciales del sistema, como las condiciones de 
personal. 

 

Desde esta perspectiva, la opción del proyecto de decreto de diferir a 
una orden la regulación de las ratios y plantillas supone una alteración del 

régimen previsto por la ley, en la medida en que desplaza a una norma de 
rango inferior una materia que el legislador ha querido que sea objeto de 
regulación mediante decreto. En la parte expositiva de la norma proyectada 

se indica que “La extensión y complejidad del ámbito a regular, así como la 
exigencia de rigor técnico y seguridad jurídica, aconsejan que el presente 
decreto desarrollare su contenido a través de tres órdenes de desarrollo que 
aborden, complementaria y sinérgicamente, el contenido específico en las 
siguientes materias: Programas funcionales y condiciones y características 
materiales, de espacios e instalaciones, de los centros de servicios sociales; 
Plantillas y ratios de personal, titulaciones de profesionales, estructura 
organizativa y sistemas de participación en los centros y programas de 
servicios sociales, y Documentación en programas y centros de servicios 
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sociales (registros y protocolos, entre otros)”. No obstante, dicha justificación 

no habilita a su remisión de la orden sin previa habilitación legal. 
 
Además, en el propio decreto proyectado no se establece ningún criterio 

mínimo en relación con las plantillas o ratios de personal, limitándose a una 
remisión en total a una futura orden. Esta ausencia de regulación no permite 
sostener que la orden se limite a un desarrollo técnico de aspectos 

secundarios, sino que, en la práctica, asumiría la determinación principal de 
la materia, en contradicción con la reserva legal a favor del decreto. 

 
En consecuencia, el artículo 81 del proyecto de decreto no se acomoda, 

a juicio de este Consell, a la reserva reglamentaria establecida en la Ley 

3/2009, al desplazar a una orden departamental la regulación de un elemento 
esencial del sistema de servicios sociales, como son las condiciones de 

personal, sin establecer previamente en el propio decreto los criterios básicos 
que deberían regir dicha materia. 

 

Debe procederse, por ello, a la supresión de la remisión que en esta 
materia se efectúa en favor de la orden del departamento competente en 
materia de servicios sociales. 

 
Esta observación es esencial a los efectos del artículo 77.3 del 

Reglamento de este Consell. 
 
Al artículo 85. Condiciones generales y materiales de los centros 

 
En el apartado 6 se dispone que “Mediante orden de la conselleria 

competente en materia de servicios sociales se desarrollarán las condiciones 
generales y materiales de los centros”. 
 

El artículo 85.6 del proyecto de decreto establece que “mediante orden 
de la conselleria competente en materia de servicios sociales se desarrollarán 
las condiciones generales y materiales de los centros”. Este precepto plantea, 
como sucede con el artículo 81, objeciones desde la perspectiva de la jerarquía 
normativa y del adecuado desarrollo reglamentario previsto en la Ley 3/2019 

de Servicios Sociales Inclusivos de la Comunitat Valenciana. 
 

Así, el artículo 59 de dicha Ley 3/2009 dispone, como se ha dicho, que 
las condiciones materiales de los centros –junto con las condiciones de 
seguridad, edificación, ubicación, accesibilidad, equipamiento, 

funcionamiento y personal– deben determinarse mediante decreto del 
Consell. Esta previsión constituye una clara reserva normativa a favor del 

Decreto del Consell, justificada por la relevancia de estas condiciones para 
garantizar la calidad de los servicios, la seguridad de las personas usuarias y 
la efectividad de sus derechos. 
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Desde esta perspectiva, la remisión contenida en el artículo 85.6 
proyectado a una orden de la Conselleria supone un desplazamiento del 

instrumento normativo previsto por la ley, al atribuir a una norma de rango 
inferior el desarrollo de una materia que el legislador ha querido que se regule 

mediante decreto.  
 
Por otro lado, el análisis conjunto del proyecto y de su anexo pone de 

manifiesto que no existe en el propio proyecto de decreto una regulación 
mínima suficiente de las condiciones materiales de los centros. El anexo, aun 

siendo extenso, se limita fundamentalmente a describir tipologías de centros, 
funciones, prestaciones y aspectos organizativos o metodológicos, incluyendo 
únicamente referencias puntuales y fragmentarias a determinados espacios o 

equipamientos en programas concretos, pero sin establecer estándares 
generales y homogéneos de condiciones materiales exigibles. 

 

En consecuencia, no puede sostenerse que la orden prevista en el 
artículo 85.6 proyectado tenga un carácter meramente técnico o de desarrollo 

secundario. Por ello, la remisión opera como una habilitación que traslada a 
una norma de rango inferior la determinación efectiva de las condiciones 
materiales de los centros, vaciando de contenido la reserva reglamentaria 

establecida por la ley a favor del decreto del Consell. 
 

En definitiva, el precepto incurre en una posible vulneración del 
principio de jerarquía normativa, al atribuir a una orden una materia 
reservada al decreto. Esta configuración compromete la seguridad jurídica y 

desnaturaliza el sistema de fuentes diseñado por el legislador, por lo que 
debería suprimirse la remisión que la norma proyectada efectúa a la orden de 
la conselleria competente en materia de servicios sociales. 

 
Esta observación es esencial a los efectos del artículo 77.3 del 

reglamento de este Consell. 
 
Esta observación es trasladable al artículo 41.b), que, en relación con 

los Centros de Integración de Viviendas, señala que “Cumplirán con las 
condiciones materiales establecidas en el presente decreto y en la 
correspondiente orden de desarrollo”. 

 
 A la Disposición derogatoria única 

 
 Debería titularse tanto en el índice como en el texto articulado, por 
ejemplo con el título “Derogación normativa”. 

 
A la Disposición final primera. Desarrollo normativo 

 
Esta disposición señala lo siguiente: 
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“1. Mediante órdenes de la conselleria competente en materia de servicios 
sociales se desarrollarán las tipologías del presente decreto, en particular las 
siguientes: 

 
a) Los programas funcionales y las condiciones materiales, espaciales, 

instalaciones y equipamiento de los centros de servicios sociales de la 
Comunitat Valenciana. 

 
b) Las plantillas y ratios de personal, las titulaciones de profesionales, la 

estructura organizativa y los sistemas de participación en los centros y 
programas de servicios sociales de la Comunitat Valenciana. 

 
c) La documentación básica de los centros y programas de servicios 

sociales la Comunitat Valenciana”. 
 

La disposición final primera del proyecto de decreto establece una 
habilitación general a favor de órdenes de la conselleria competente para 

desarrollar diversos aspectos de este, entre los que se incluyen las tipologías 
de centros, las condiciones materiales, las plantillas y ratios de personal, la 
estructura organizativa y la documentación básica. 

 
Esta previsión debe ponerse en relación con lo ya señalado respecto de 

los artículos 81 y 85.6 del proyecto, en los que se advierte una tendencia a 
remitir a normas de rango inferior la regulación de materias que presentan 
carácter esencial en la ordenación del sistema. De esta forma, la disposición 

final primera consolida esta técnica normativa, al prever de forma expresa que 
cuestiones como las condiciones materiales de los centros o las ratios y 
plantillas de personal se desarrollen mediante órdenes. 

 
Sin embargo, conforme a la Ley 3/2019, de Servicios Sociales Inclusivos 

de la Comunitat Valenciana, estas materias, como se ha dicho, deben 
determinarse mediante decreto del Consell, lo que implica una reserva 
reglamentaria a favor de una norma de rango superior. La habilitación 

contenida en la disposición final, tal y como está formulada, no se limita a 
aspectos técnicos o de detalle, sino que abarca elementos estructurales del 
sistema, lo que puede suponer una desnaturalización del reparto de fuentes 

previsto por la ley. 
 

En consecuencia, y en coherencia con las observaciones formuladas 
respecto de los artículos 81 y 85.6, la disposición final primera debe ser objeto 
de revisión o supresión. 

 
Esta observación es esencial a los efectos del artículo 77.3 del 

Reglamento de este Consell. 
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En relación con la documentación básica de los centros y programas, si 
bien su contenido posee un carácter técnico e instrumental, vinculado a la 

gestión administrativa de los centros, lo que justificaría su desarrollo 
mediante orden de la conselleria competente, resultaría conveniente que el 

propio decreto estableciera al menos una delimitación básica del tipo de 
documentación exigible, a fin de evitar que la orden configure íntegramente 
esta obligación sin un marco normativo previo, reforzando así la seguridad 

jurídica. 
 

A la Disposición final segunda. Entrada en vigor 
 
En el borrador de 3 de junio de 2026 se señala que “el presente decreto 

entrará en vigor el día siguiente al de la publicación en el Diario Oficial de la 
Generalitat Valenciana”.  

 

La nueva redacción de la disposición final segunda, al establecer que 
“el presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de la publicación en el 

Diario Oficial de la Generalitat Valenciana”, se ajusta al régimen ordinario de 
entrada en vigor de las disposiciones reglamentarias y elimina la dificultad 
que presentaba la redacción inicialmente proyectada, que subordinaba la 

eficacia del decreto a la previa aprobación y publicación de las órdenes de 
desarrollo. 

 
No obstante, esta nueva redacción suscita una cuestión distinta desde 

la perspectiva de la seguridad jurídica y de la continuidad del régimen 

regulatorio. Pues bien, el proyecto remite a futuras órdenes de la conselleria 
competente el desarrollo de materias esenciales del sistema, tales como los 
programas funcionales y las condiciones materiales de los centros, las 

plantillas y ratios de personal, las titulaciones profesionales, la estructura 
organizativa o la documentación básica de los centros y programas 

(disposición final primera). Asimismo, los artículos 81 y 85.6 del proyecto 
difieren igualmente a un posterior desarrollo reglamentario la regulación de 
aspectos esenciales relativos al personal y a las condiciones materiales de los 

centros. 
 
La entrada en vigor inmediata del decreto plantea por tanto la cuestión 

de determinar cuál será el régimen aplicable hasta la aprobación -en su caso- 
de dichas órdenes, especialmente, si se tiene en cuenta que determinadas 

materias se encontraban reguladas en el Decreto 27/2023 y que este resulta 
derogado por la nueva norma. De este modo, puede producirse una situación 
de vacío regulatorio transitorio respecto de aspectos esenciales para la 

autorización, funcionamiento e inspección de centros y servicios sociales. 
 

Esta situación resulta importante en materias como las ratios de 
personal, las condiciones materiales mínimas, el equipamiento o la 
documentación exigible, pues la falta de regulación vigente puede dificultar la 
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actuación administrativa y generar incertidumbre para los operadores del 
sistema. Ello es significativo si se considera que algunas de estas materias 

están sujetas, además, a reserva reglamentaria por la propia Ley 3/2019, que 
remite su determinación al correspondiente decreto del Consell. 

 
Por ello, aun siendo correcta la nueva redacción de la disposición final 

segunda desde la perspectiva formal, resultaría conveniente valorar el 

establecimiento de un régimen transitorio que garantice la pervivencia 
temporal de las disposiciones del Decreto 27/2023 en aquellas materias que 

deban ser -en su caso- objeto de desarrollo posterior mediante orden, hasta 
la efectiva aprobación de esta normativa complementaria. De este modo se 
evitarían lagunas regulatorias y se reforzaría el principio de seguridad jurídica 

consagrado en el artículo 9.3 de la Constitución. 
 

Al anexo del proyecto de decreto 

 
El anexo del proyecto de Decreto constituye una parte de especial 

importancia dentro de la norma proyectada, en la medida en que recoge la 
descripción de los centros, servicios y programas correspondientes a los 
distintos niveles del sistema (atención primaria básica, atención primaria 

específica y atención secundaria). No obstante, su configuración plantea 
cuestiones desde la perspectiva de la técnica normativa y de la seguridad 

jurídica. 
 

En primer lugar, debe advertirse que el contenido del anexo excede la 

función propia de los anexos en una disposición reglamentaria. Estos deben 
limitarse, con carácter general, a recoger elementos técnicos, cuadros 
sistemáticos o desarrollos accesorios del articulado. Sin embargo, el anexo del 

proyecto incorpora no solo tipologías, sino también elementos sustantivos de 
regulación, tales como la definición de funciones, prestaciones, tareas y 

metodologías de intervención. Así, por ejemplo, en el ámbito de la atención 
primaria básica se describen los servicios estructurales -como el servicio de 
acogida y atención ante situaciones de necesidad social, el servicio de 

promoción de la autonomía o el servicio de inclusión social- incluyendo para 
cada uno de ellos su “función básica”, “prestaciones”, “tareas” y “programas 
estructurales e instrumentales”. Este tipo de contenido no tiene un carácter 

meramente técnico, sino que incide directamente en la delimitación del 
régimen jurídico de los servicios, lo que debería reflejarse, al menos en sus 

aspectos esenciales, en el propio articulado del decreto. 
 

Por otro lado, el anexo presenta una naturaleza heterogénea, al 

combinar contenidos normativos con otros de carácter programático o 
descriptivo. Junto a previsiones que pueden tener eficacia jurídica directa, se 

incluyen formulaciones propias de documentos de planificación o de 
orientación técnica, como las referencias a metodologías de intervención, 
trabajo en red, atención centrada en la persona o desarrollo comunitario. Esta 
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mezcla dificulta determinar con claridad qué partes del anexo tienen carácter 
vinculante y cuáles poseen una función meramente orientativa. Además, debe 

destacarse la centralidad que el anexo adquiere en la aplicación de la norma, 
derivada de las múltiples remisiones que a él efectúa el articulado. Esta 

técnica, como se ha expuesto anteriormente, resulta problemática si se tiene 
en cuenta que el anexo es extenso, complejo y estructurado en múltiples 
bloques, lo que obliga al aplicador del Derecho a realizar una labor 

interpretativa adicional para determinar el contenido normativo aplicable en 
cada caso. 

 
Por otra parte, el anexo no suple la falta de regulación en el articulado 

de determinados aspectos esenciales. Aunque describe con detalle los 

servicios y recursos, no establece de forma sistemática estándares mínimos 
homogéneos, tales como ratios de personal, condiciones materiales básicas o 
requisitos estructurales comunes para cada tipología, cuestiones que, 

además, se remiten a su desarrollo posterior mediante orden en los artículos 
81 y 85.6 y en la disposición final primera. De este modo, el anexo no actúa 

como instrumento de concreción suficiente del régimen jurídico, sino como 
un documento descriptivo que no cubre las lagunas normativas del texto 
principal. 

 
Por último, en relación con la atención primaria específica y secundaria, 

el anexo enumera y describe una gran diversidad de recursos -como centros 
de día, centros de crisis, puntos de encuentro familiar, viviendas de 
intervención o residencias-, lo que contribuye a la sistematización del sistema, 

pero sin establecer siempre criterios claros de diferenciación, requisitos 
comunes o condiciones de funcionamiento homogéneas. 
 

En conclusión, el anexo del proyecto, pese a su valor descriptivo, no se 
ajusta plenamente a la función propia de los anexos en la técnica normativa, 

al incorporar contenido sustantivo, heterogéneo y parcialmente programático, 
y al adquirir una centralidad normativa excesiva como consecuencia de las 
remisiones genéricas del articulado. Todo lo expuesto puede afectar a la 

claridad del texto y a la seguridad jurídica, por lo que sería recomendable 
revisar su contenido, delimitar con mayor precisión su valor normativo y 
mejorar su integración con el articulado del decreto. 

 
 
 Tras el examen del proyecto de Decreto, por el que se regula la tipología 
y funcionamiento de los centros, servicios y programas de servicios sociales y 
su ordenación dentro de la estructura funcional, territorial y competencial del 

Sistema Público Valenciano de Servicios Sociales, se estima que es conforme 
con el ordenamiento jurídico, siempre que se atiendan las observaciones 

esenciales formuladas. 
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III 
CONCLUSIÓN 

 
 

 Por cuanto queda expuesto, el Pleno del Consell Jurídic Consultiu de la 
Comunitat Valenciana es del parecer: 
 

 
 Que el proyecto de decreto, del Consell, por el que se regula la tipología 

y el funcionamiento de los centros, servicios y programas de los servicios 
sociales de la Comunitat Valenciana, y su ordenación dentro de la estructura 
funcional, territorial y competencial del Sistema Público Valenciano de 

Servicios Sociales es conforme con el ordenamiento jurídico, siempre que se 
atiendan las observaciones esenciales formuladas. 
 

 
 V.H., no obstante, resolverá lo procedente. 

 
 
 València, 17 de junio de 2026 

 
       EL SECRETARIO GENERAL 

 
 
LA PRESIDENTA  
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